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El reconocimiento de la firma de UiLa letra no
timbrada ó falta del sello olicial correspondiente
¿p1'epara la egecucion?
CASO PRÁCTICO.
Por falta de aceptaeion y de pago, el
tomador de una letra que carecia de aquel
requisito , solicitó del Tribunal, y se nevó
á efecto en debida forma, el reco. iocimiento
de la firma por parte del librad-. y, ocu­
pados los autos, el despacho de 1 egecu­
cion, que fué denegada, considerando:
1.
o
Que el documento de que se trata
no contiene una obligación de pagar canti­
dad alguna en .... el lugar del giro al to­
mador:
2: Que éste no tiene acre-litado que
sea el représentante del que entregó el di­
nero (medió ordenador) .
5.0 Que tampoco ha probado el mismo
que haya dejado de pagarse la cantidad
objeto del contrato dónde y cómo se esti­
puló:
No reuniendo por tanto (continúa el
auto) las condiciones exigidas en la ley 1. a,
tít. 28, lib. 11 de la Nov. Rec., ni en los
artículos 942 y 943 de la Ley de E. C.
Vése desde luego que el considerando
primero ni tiene, ni ha tenido, ni tendrá
jamás razón de ser dentro del derecho,
porque es imposible que exista, haya exis­
tido, ni exista nunca, ley alguna que san­
cione la pérdida del crédito, por no haber
estipulado las partes el lugar donde debia
efectuarse el pago.
La ley civil no puede ofrecer los medios
para llevar á cabo lo que la penal castiga
como delito.
Abi está por lo demás el artículo 5.· de
la de E. C., que define la competencia ,de
los Jueces por el lugar en que deben ejer­
citarse las acciones, segun su naturaleza.
Esto no requiere mas formal impugna­
cion.
No diremos lb propio del 2.0 y del 5.·:
son sin embar�o insostenibles.
Segun el1. de estos, el tomador de una
letra carece de personalidad para repetir
del librador, si no le ha entregado por si,
el importe del giro.
Analicemos el contrato de que procede
la obligacion.
Tres personas estipulan y practican lo
siguiente:
La primera (el tomador) da cierta canti­
dad á la segunda (ordenador), el cual la
entrega á la tercera (librador'), para que
la restituya á la primera en tal punto y
dentro de tal plazo.
Nada digo del librado, porque este por
derecho comun (la letra no se presenté
como documento mercantil) ni se obliga ni
obliga, á no mediar (se entiende) pacto es­
pecial, como el de la aceptacion ú otro
cualesquiera.
De aquellas tres, la una ha figurado solo
transitoriamente: el ordenador. Su mision
se ha reducido á trasladar el dinero de
unas manos á otras: de las del tomador á
las del librador, con encargo á éste de po­
nerlo á disposicion de aquel en otr·o punto.
El ordenador y el librador se obligaron
al esteuder la letra: el tomador, relativa­
mente al segundo, cuando llegó á sus ma­
nos y la hizo suya: en aquel instante, cum­
plida su mision, desapareció la persona que
habia acercado á librador y tomador, y
quedaron solos estos dos: el librador como
deudor , y el tomador como acreedor.
El ordenador no tiene pues aquí dere­
chos que egercer ni deberes que cumplir:
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unos y otros se han refundido definitiva­
mente en el,lilJrador y en el tomador.
Librado por tanto debe á tomador; y
debe en tal punto: ahí está todo.
El tomador, pues, al dirigir su action con­
tra el librador, egercita un derecho propio,
y no 'tiene por lo mismo necesidad de po­
deres de nadie.
Poderes, cuando �stá de por medio "el
manùato del ordenador aceptado por el
librador; cuando está tambien de por me­
dio la órden de éste paea que se pague al
tomador.
Si el ordenador tuviera que dirigirse
contra el librador, necesitarla sin duda po­
'(leres del tomador: 1.
o
porque trasmitió sus
derechos á éste: 2: porque el librador se
obligó á pagar al mismo. •
Qué mas poderes que la letra en que el
librador ofrece satisfacer la cantidad de]
giro al tomador?
Pero supongamos legal esa ilusoria falta
de personalidad: así y todo procedía el des­
pacho de la egecucion.
El Juez, al denegarla por este concepto,
dejó de ser J uez para convertirse en parte
y apropiarse sus derechos.
Se trata de la personalidad de un liti­
gante: se trata de saber si es el ordenador
ó el tomador quien dehe egercitar la acción
que de la letra procede, y el Juez, de oficio,
se la deniega al segundo para concedérsela
al primero.
- El Juez no ha podido hacer eso del modo
que lo ha hecho: el Juez pudo hacerlo en
juicio cont. adictorio; oyendo á :las partes
si sobre ello promovian cuestion en su dia,
'y fallando despues de s.eguida por todos sus
trámhœ..
'
, ¿Se quiere- la confirmacion legal de esa
doctrina? Ahí está la ley. Al designar las
únicas escepciones que pueden oponerse en
.el juiáo �gecutivo, enumera entre ellas la
'fàltá de personalidad en el egecutante.
El egecutado podrá pues egercitar su
derecho cuando proêed�, y el Juez, si lo
ju�tifica, declarar ho haber ·lugar á dictar
sentencia de remate, 1 imponiendo las costas
al egeculante.
El tercer fundamento del auto que nos
ocupa, dice: Que tampoco tiene el actor
.
acréditado que haya dejado dé pagarse la
. cantIdad objeto d'Cl contrato dónde y cómo
se .eonvino.
rrl
Si ellibrador huhi se espedidç, como de­
bia; una verdadera et e- cáml)i , Una le­
tra con tollas los requi
.
tos que l� ley le
asigna, si no hubiera o itido e ella una
circunstancia que afecta su naturaleza, la
del timbre ó sello en que debió estenderla
(falta 110 imputable al tomador, especial­
ment.e interviniendo ordenador), entonces
pudiera aquel sacar el protesto; no porque
se entienda del caso un trámite que, si res­
ponde á necesidades del comercio, el legis­
lador no ha querido hacer estensivo al
derecho comun, sino porque, él mediante,
quedaba garantida en parte contra esta
cuestiono
Procediéndose en efecto se'gun este: el
acreedor, con la presentacion del título,
niega que se le haya pagado en modo al­
guno, y transfiere en su virtud al deudor
la obligacion de probar la afirmativa, lo
que proyectará a I evacuar el traslado de
oposicion alegando la escepcion de pago
(otra de las que la ley -admite) ritónde y
cómo se convino, ó la consignacion de lo
debido, caso de resistencia.
Por lo demás � el librador confesó al re­
conocer la letra, que había dado órden al
librado para que ni la aceptara ni la pagase.
Resta nos hagamos cargo de los testos
legales que se citaron como otros tantos
óbices para el despacho de la egecl1cion.
. Es el primero, la ley 1.a, tít. 28, lib. U
de la Nov. Rec.
Dada esta en ódio á los deudores, asi
como la de su referencia, á que sirve. 'de
complemento, mal pueden aquellos esperar
de ella la declaracion de sus derechos.
Comienza justificando en su preámbulo
la parte .dispositivá , eu estos términos:
Para escusar malicias de los deudores ,. que
alegan contra los acreedores escepcumes y
razones no verdaderas para alongar las
pagas.. etc.; y dice, preceptuando, que
cuando uno mostrare ante los tribunales
cartas � contratos públicos y recaudos cier­
tos, que sean por aquellos cumplidos, se­
yendo pasados los plazos. salvo sí probaren
(los deudores) dentro de diez dias legítima
escepciún.
, El recaudo presentado' es cierto, pues
que está reconocido por la parte á quien
perjudica; el plazo trascurrido COIl ,grande
, esceso: el Juez ha debido pues •.segun.la ley
que invoca en contrario, despachar la ege-
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c.ucion denegada, y sentenciar á su tiempo
d� remate, á no probarse legítima escep­
cion.
Cítase en seguqdo lugar el artículo 942
de la Ley de E. C. Lo que él dice es preci­
.samente lo que se ha hecho.
y por fin el 945, que parece tenia á pre­
vencion escrita la historia del caso, puesto
que el deudor reconoció la letra y firma,
y negó la deuda.
El. Juez ha debido por tanto hacer lo
contrario de lo que ha hecho, en fuerza de
los mismos preceptos que invoca como
razón y garantía de su proceder.
La Escma. Sala 5.� de esta Audiencia
aceptó sin duda como legales y bastantes
las razones que en concreto se acaban de
indicar, y que con mas amplitud tuvo la
honra de someter en el acto de la vista
publica á su definitiva resolucion el defen­
sor del apelante, puesto que, si hien con­
firmó el fallo cuya mejora tenian aquellas
por objeto, revocó las razones de su ser
entonces, sustituyéndolas por otras, cierta­
mente de bien distinto género.
Las eonsideraciones que á la vista tuvo
la citada Sala para producir su decreto, que
acatamos como á tal, pero cuyo examen
nos permitiremos, aunque con desconfianza.
como doctrina, analizando las cuesuones
legales que suscita, ya que si aquel repesa
firme bajo el sagrado de la cosa juzgada,





Que la letra en cuestion debió es­
tenderse en el papel del sello correspon­
diente.
Eso es indisputable para que la letra
fuera una verdadera letra de cárnbio y pu­
diera surtir los efectos de tal, cosa que
nunca se ha pretendido ni supuesto tan
solo; mas no para que se la considerase
como á un mero vale por derecho mercan­
til, y como un documento privado segun el
civil, que es lo que se ha supuesto y pre­
tendido invariablemente por escrito y de
palabra.
2.
o El segundo considerando es una
reproduccion exacta del anterior, á parte
la apreciacion siguiente.
Dícese que tan documento de giro es la
letra que libra un comerciante, como otra
persona que no lo sea.
Sin Juda, en cuanto al empleo del papel
sellado, mas no en cuanto á los efectos del
documento, cosa que apoyan de consuno
el Código de comercio y la Legislacion
comun .
Aquel, porque reclama el privilegio de
su invencion: ésta, porque no concede gra­
cias que desconoce su coustitucion.
El primero consagra una série de artí­
culos para prevenir los efectos de las le­
tras: la segunda hasta desconoce la palabra.
No cabe mas divergencia.
Cabe con todo Ulla pr'escripcion termi­
nante de aquel. Dice en su artículo 434:
No siendo comerciantes los libradores ó
aceptantes de Jas letras .de cámhio, se con-
..
siderarán estas en cuanto á los que no
tengan aquella cualidad, simples pagarés,
sobre cuyos efectos serán juzgados por las
leyes comunes en los tribunales de su fuero
respectivo.
Luego la letra de cámbio vive solo y
medra en su pais natal, en el suelo que es­
pontáneamente la produjo, dentro de la
zona del derecho mercantil , y á semejanza
de las plantas exóticas, muere ó degenera
cuando se la trasporta á otra region y se
la implanta en otro suelo, en la region y
suelo del derecho general.
.
y sobre sus efectos serán juzgados por
las leyes comunes y por los tribunales de
su fuero: luego lus tribunales de otro fuero
y las leyes comunes no juzgan ni miden
sus efectos como los tribunales y leyes es­
peciales de comercio.
Los dos considerandos examinados, que,
como hemos dicho, son dos y uno: dos en
la forma , uno en la esencia, resultando
por tanto una forma de mas, vienen 1 de­
clarar que los documentos de giro deben
estenderse en el papel del sello correspon­
diente, cualesquiera que sea el fuero de
quien los libre, cosa por nadie contradicha
ni puesta en duda, cosa concedida reitera­
damente durante la discusion.
El tercer eonsiderando: 1.0 anota la doc­
trina contenida en el artículo 134 del
Código de comercio: 2.0 reproduce lo di­
cho en los dos anteriores: 3.0 indica que
segun parece es comerciante el libr'ador.
Consigna en primer lugar la doctrina del
artículo 434 para deducir en segundo tér­
mino lo que ha dicho en lus dos anteceden­
tes considerandos, y refiere lo espuesto en
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el número tercero para repetir por cuarta
vez que la letra debió estenderse en el pa­
pel del sello correspondiente,
Nada diremos de esa insistencia y de ese
sistema de redacción que vienen á confundir
lo qUè es claro y nadie ha redargüido:
nada de que se tome por base de la certeza
lo que solo parece ser, en especial después
de haber sentado resueltamente como in­
dubitado lo que de eso que parece ser se
quiere deducir: nada en fin de que se enun­
cie en absoluto y en primer término lo
que se intenta demostrar después.
De modo que la sentencia pudo decir:
considerando: 1.0 que los documentos de
giro deben ir estendidos en el papel del
sello correspondiente, cualesquiera que sea
el fuero del que los libra y produce: 2.0 que
la letra' en cuestión es un documento de
giro y carece del requisite del sello: 5.0 y
que segun el artículo 74 del R. D. de 8
de Agosto de 18tH no pueden producirefect� alguno los documentos de giro que
no se redacten en el papel prevenido, se
confirma, etc.
Si hubiera un legislador que, entonte­
ciendo, prescribirse lo injusto por lo juste:
que lo conveniente y útil lo sustituyera por
lo perjudicial, el sano criterio de los tribu­
nales y el incontrastable imperio de la cos­
tumbre harían con los preceptos que de él
emanasen lo que siempre ban hecho con las
leyes que han contrariado Ó desatendido los
fines á que la sociedad se dirige por su
medio. .
Si hubiese una ley que dijera: La casa,
el campo, cuyas contribuciones no se han
satisfecho, serán por siempre inhabitada é
incultivado, ¡,qué harían los tribunales? qué
la costumbre?
Si otra dispusiese que el hombre de mala
fe podia escarnecer impunemente la justicia,
gozándose con el producto de los afanes de
su incauto acreedor, por no haber aquel
satisfecho al Estado la contribucion del caso
en el resguardo que le diera para su ga-·
rantía, la conciencia pública irritada con­
denára el hecho á pesar de la ley.
¿y quién contemplará justo que el tene­
dor de un documento de giro no puede re-
_integrarse, si carece de otra prueba, del
capital que le costó su adquisición, porque
este documento no está estendido en el pa­
pel del sello correspondiente?
\ Tanto valdria eso dentro de los sanos
preceptos legislativos , á parte la cuestion
de prueba, e imo condenar á la última
pena al autor de una mera falta.
Se dirá: así está mandado.
Refórmese pue3 la ley, porque eso esabsurdo como visiblemente injusto é inmo­
ral.
Mas no es ley, sino decreto la declara­
cion en que se contiene ese precepto, que
partiendo de lo mero, fiscal y conveniente,
penetra en las regiones eternas de lo justo
y del derecho constituido, destruyendo al
paso sus nociones y preceptos mas funda­
mentales.
Entonces, como las emanaciones del po­
der egecutivo no son parte á derogar las
leyes y subvertir' el sistema de nuestros
venerandos Códigos, el decreto se obedece,
pero no se cumple.
Nada mas fácil en estas materias vastas,
difíciles y delicadísimas de suyo, que llegar
al absurdo por medio de una ley sahia, que
incurrir en la iniquidad de hecho por medio
de la justicia felizmente sancionada; que
poner en práctica lo contrario de lo que el
legislador ·se ha propuesto, de lo que e1
legislador ha dicho.
Basta para ello entresacar un artículo de
los códigos, y librando en él absolutamente
el juicio, y prescindiendo, como si borra­
dos fueran, de los demás que le son cor­
relativos, reducirlo á práctica.
Destruida así la coneordancia entre las
leyes, cuyo conocimiento constituye la
condition mas difícil y necesaria en el hom­
bre de ley', destruida así esa armonía in­
dispensable y existente en todas las legis­
laciones, lazo eterno de justicia con que la
razón ilustrada eleva á vasta, cumplida y
majestuosa ciencia los primeros preceptos
que la naturaleza sella en la conciencia hu­
mana, galardon que Dios concede á los
afanes del alma sobre los principios de lo
just) y de lo útil; la confusion y la anar­
quía se constituyen para administrar en
sus dominios la sinrazon y la injusticia.
y en verdad el articulo citado en la sen­
tencia que nos ha sugerido estas observa­
ciones, dice terminantemente que los do­
cumentrs de giro faltos del sello oficia no
deben producir efecto alguno en juicio.
La t'rase es cómoda, pero nada precisa.
Creemos que no es ese el lenguaje mas
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adecuado a lo que exije la redacción pro­
pia de los testos legales.
Confesamos que después de ese rigoris­
mo no vemos términos hábiles. si ellegis­
lador ha de conservar su carácter y la ley
sD: importancia y gravedad, para introducir
escepciones de ninguna clase. ,
¿Y las hay en efecto á disposicion tan
absoluta, precisa y acabada?
Que las debe háber, lo hemos demostra­
do sin lugar á réplica.
Que las hay, está tambien fuera de toda
duda.
El artículo 40 de la instruccion para
llevar � efecto dicho decreto, dice: Lo dis­
puesto en el artículo 10 (de aquel) no al­
tera en nada la fuerza probatoria de las
obligaciones del contraventor que con arre­
glo á derecho deben tener los documentos
de que en el se trata.
Confuso nos parece el precepto.
Creemos sin embargo que pone fuera de
duda la fuerza probatoria de los documen­
tos de giro, faltos de sello.
Si esto es así, analicemos la cuestion
final, la mas importantc, la de mayor inte­
rés, la única que nos ha impreso la osadía
(de que pedimos gracia) para trazar estas
líneas. .
Pero debimos presentar aquella historia
y aquellos antecedentes, cuando menos por
las otras cuestiones (ya analizadas) de que
abortó esta.
,
Procede advertir ahora (aunque indicado
está) que la sentencia dehió considerar que
si el doeumento que le dá causa no puede,
como dice, producir efecto alguno en juicio
segun el artículo 10 del decreto, debia
esto entenderse sin perjuicio. de su fuerza
probatoria, segun el 40 de la instruccion:
y en tal caso no produciria la duda de si,
al confirmar, tuvo en cuenta ese precepto,
ó lo hizo á pesar de su justa y necesaria
salvedad, y si la de ese documento, á que
se le niega en absoluto toda su fuerza , ha
de producir ó no en otros casos y otros
juicios (lo que ciertamente es muy grave y
trascendental) los efectos que el artículo 40
de la instrucción le reserva. '
La cuestion presente puede enuncirse,
resolviéndola (cosa rarísima) en los siguien­
tes términos:
La. fuerza egecutiva que un documento
de gIro (ó de crédito en general) adquiere
por el rcccnocimiento de su firma ¿procede
de su naturaleza propia como documento
justificative ó medio de prueba, indubita ...
ble despues del reconocimiento, aceptado
por el derecho en general y otorgada tam­
bien en general por el derecho, il reconoce
causa por el contrario en Ms declaraciones
especiales de la ley sobre los documentos
de giro'? ¡,Es un privilegio, una gracia otor­
gada á documentos partiouláres por sus
mayores requisitos, formalidades y dispen­
dios que exigen j como el de prelación en
el cobro caso de concurso, ó es un efecto
inherente á la fuerza justificativa que aquel
concede al reconocimiento de la firma?
Con recordar tan solo que ese efecto lo
entraña y produce la confesión jurada por
sí sola; que lo entraña y produce tambien
un simple vale estendido en papel comun,
dicho se está que nada hay aquí de gracias
ni de privilegios , nada de efectos partieu­
lares en virtud de prescripciones también
particulares, sino efectos que emanan del
derecho general, de la fuerza probatoria
que encarna el documento reconocido, he­
cha abstracción ahsoluta de su parte forum­
laria ,
Con recordar que un trozo de papel
cualquiera en que se contiene un crédito,
reconocida su firma, prepara la egecucion,
dicho se está, y lo contrario no se alcanza
que ese mismo papel, si tieue timbre y
contraseñas impresas por el deudor para
su resguardo y garantía, dehe peeparar del
propio modo al menos la via egecutiva,
aceptadas como propias por aquel en legal
forma su firma y rúbrica.
La fuerza egecutiva va unida a la fuerza
probatoria: el medio de prueba que con­
serva su fuerza como á tal, . no ha perdido
la que, partiendo ùe esta, le otorga la ley
como medio egecutivo acabado ó comple­
mentnrio, al tenor de la misma.
y si en vez de los imperfectos medios de
prueba con que contamos, tuviéramos á la
vista la conciencia del deudor, ó gozá11a­
mos Je la intuición, entraríamos desde lue­
go y sin conceder oposición ni otorgar
reservas en el proce<limient� de apremio.
Luego á la fuerza probatoria, al descu­
brimiento de la verdad, va unida la fuerza
egecutiva.
Luego al salvar la instruccion de la con-







documentos á que se refiere, ha salvado
también la egecutiva que alcanza una vez
reconocidos.
Los efectos pues que el derecho deniega
á los documentos de giro faltos del sello,
son los que á los mismos concede la ley
como á tales.
¿Se trata de una letra? Pues esa letra de­
genera y queda perjudicada; esa letra no
producirá en juicio ninguno de los efectos
que como á letra le asigna y concede el de­
recho.
Tal es al menos la humilde opinion del
letrado que sostuvo la mejora del recurso.
El fallo que venimos examinando ha cau­
sado egecutoria.
Amantes de la verdad, partidarios de la
ciencia, hombres de ley, vamos siempre
sinceramente en busca de la primera; de­
fendemos con ardimiento los fueros de la
segunda; respetamos á lus ministros de la
última; acotamos sus decretos, y enaltece­
mos y reverenciamos las egecutorias, como
sello de los derechos puestos en duda y
fianza sagrada del órden social.
Hemos dicho lo que ha sido: vamos á de­
cir ahora, por via de complemento y tér­
mino del juicio formado sobre el todo del
espediente, lo que hubiera podido ser,
enunciando nuevas dudas, nuevas cuestio­
nes no suscitadas ni resueltas.
Ellibrador se ha dicho comerciante.
¿Pudo por ello el Juez denegar el des­
pacho de la egecucion? ¿Pudo sino tratarle
mercantilmente?
¿Pudo el deudor promover la cucstion de
imcompetencia al efecto (único en este caso
especial), de reclamar la aplicacion de las
leyes de su fuero? ¿Cuándo? Antes de la ci­
tacion de remate, el egecutado no es parte
en las actuaciones: despues, si se opone,
se le comunican para que proponga las es­
cepciones que detalla la ley, únicas admi­
sibles, entre las cuales no se encuentra la
que nos ocupa.
¿Debió entablar su accion el tomador en
el lugar del giro (como lo hizo) ó procedia
acudiese al Juez del en que debió verifi­
carse el pago?
Jorge Aniña Campos.
evacuada en la sesion práctica del dia 21 de Febrero último,
por D. José Llorente, en la Academia Valenciana de Le.
gislacion y Jurisprudencia.
D. José Rubio comparece en un Juzgado ordi­
nario y propone que D. Luis Perez, aforado de
marina, 'absuelva unas posiciones para preparar la
via egecutiva.
Comparecido, las absuelve de una manera am­
bigua; y el actor pide y el Juez declara confeso
á Perez. En su vista comparece Perez y propone
la declinatoria de jurisdiccion.
¿Cabe este recurso en las diligenciasprepamto­
rias de una demanda?
,
Toda demanda debe interponerse ante Juez
compétente. La ley de enjuiciamiento civil al
consignar en su articulo primero este principio
inconcuso de derecho, ha respetado la juris­
prudencia admitida en todas las naciones: ha
respetado tambien los fueros privilegiados que
nuestras leyes conceden á diferentes clases ó
gerarqufas del Estado. Los aforados de las di­
versas jurisdicciones tienen 'el privilegio de no
poder ser reconvenidos civil ó criminalmente
sino ante sus Jueces espeoieíes; y los Tribuna­
les ordinarios no pueden egercer sobre ellos
ningun acto de jurisdiccion, á no recaer en ne­
gocios que causen desafuero.
El citado articulo primero habla tan solo de
Ia interposicion de la demanda; mas parece in­
dudable que la disposicion contenida en él no
se concreta únicamente á la demanda, en la
mas estricta aocpcion de esta palabra, sino que
debe interpretarse en un sentido mas lato, ha­
ciéndola aplicable á cualesquiera peticiones que
se deduzcan an te los Jueces, para actos ó di­
ligencias de la jurisdiccion contenciosa; tanto
las que dán principio al juicio y las que se pro­
ducen despues de comenzado, como aquellas
que solo tienen por objeto prepararlo por algu­
no de los medios concedidos pOI' la ley. El Juez
que manda comparecer á un ciudadano para
declarar sobre circunstancias relativas á su per­
sonalidad, para absolver posiciones, ó reoono-
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cer un vale ú otro documento privado, egerce
un acto de jurisdicoíon: si la persona citada
para la práctica de alguna de estas diligencias
no está sujeta á la autoridad del Juez que le
cita, tendrá el derecho de no someterse á ella,
y aun el deber de rechazarla ouando goce de un
fuero que no sea renunciable. Creemos, pues,
conformándonos en este punto con la opinion
de distinguidos jurisconsultos, que las diligen­
cia'S preparatorias de una-demanda deben prao­
,ticarse ante el Juez que sea compétente para
decidir el juicio que preparan, y que cuando se
desconozca este principio habrá lugar á enta­
blar una cuestion de competencia.
¿ Por qué medios podrá promoverse la com­
petencia de jurisdíccíon en los casos de que tra­
tamos? Mas difícil es de resolver esta ouestíon
que la anterior, porque, efectivamente, la redac-
. cion de la ley de enjuiciamento civil puede dar
origen á diferentes interpretaciones.
De dos maneras pueden generalmente vin­
dicar sus prerogativas los que estén en el caso
de promover una cuestion de competencia: sos­
teniéndola por si mismos con la jurisdiccion
que consideren incompetents, ó pidiendo ampa­
ro y proteccion al Juez competente, para 'que
reclame el conocimientodel negocio: pueden, en
una palabra, intentar la declinatoria ó la in­
hibitoria. La ley concede estos dos recursos en
el artículo 82, en términos generales y sin nin­
guna limitacíon; espIica lo que debe entenderse
por inhibitoria y por declinatoria; establece á
corítinuacion las reglas á que ha de ajustarse
la sustanciacion de las cuestiones de competen­
cia promovidas por el primero de estos reme­
dios, y no vuelve á ocuparse de la declinatoria
sino en el titulo 7.0 que trata del juicio ordina­
rio de mayor cuantia. En él se considera la de­
clinatoria de jurisùiccion como una de las escep­
'cienes dilatorias, y se détermina la forma y plazo
en que tales escepciones deben proponerse. De
modo que, segun la disposicion del artículo
82, tanto la inhibitoria como la declinatoria son
procedentes en todos casos, y con arreglo á las
prescripciones contenidas en el titulo 7.0 este
último recurso únicamente podrá utilizarse en el
juicio ordinario, proponiéndolo como escepcion
dilatoria despues de entregados los autos al de­
mandado para contestar á la demanda. Si nos
decidimos por la primera solucion, considerare­
mos procedente la deolinatoría en todas las di­
ligencias que sirven de preparacion á la deman­
da; si optamos por la segunda no podremos ad­
mitir otro remedio que la inhibitoria. Una y
otra opinion pueden sostenerse con argumentos
de mucho peso; pero el espíritu y aun la letra
de la ley de enjuiciamento civil parecen mas fa­
vorables á la solucion afirmativa, esto es, á la ad­
mision de la· declinatoria en las diligencias pre­
paratorias.
Sabido es que el tí tulo 1.
o de la ley contiene
las dísposíciones generales que abrazan toda la
primera parte de aquella, y son por consiguien­
te aplicables á· todos los actos de la jurisdíccíon
contenciosa. Entre ellas se encuentran las que
determinan la competencía de los Jueces. Las
, prevenciones del título 2.0, aunque no estén de­
signadas con el epígrafe de generales, tienen
sin embargo este carácter, porque no son otra
cosa que una consecuencia, una derivacion de
los primeros articulos del título anterior. En
.
este se define el derecho, en aquel se establece'
el modo de hacerlo 'efectivo. El citado artícu­
lo 82 consigna, pues, una regla de universal
aplicacion, de la cual no podría esceptuarse
ningun acto de la jurisdiccion contenciosa,'sino
por disposicion espresa de la ley.
Es cierto que no se han determinado en el
mismo título los trámites de la declinatoria
como se establecen los de la inhibitoria, pero el
silencio de la ley no puede interpretarse como
una derogacion del precepto general. Si, por­
que no se ocupa especialmente de la declinato­
ria mas que en el juicio ordinario sujetándola
como queda dicho, á la tramitacion de las es­
cepciones dilatorias, hubiéramos de deducir que
no puede proponerse de ninguna otra manera,
con la misma razon rechazaríamos las demás
escepciones contenidas en el articulo 257, síem-.
pre que la ley no haga de ellas especial men-
se entenderá por eso prorogada la jurisdicóion
del Juez incompetente, porque la ley solo consi­
dera tácitamente sometido al demandado, cuan­
do después de personado en autos practica
cualquiera gestion que no sea proponer en for­
ma la declinatoria; y en las diligencias prepa-'
ratorias ni el demandado es parte en los autos,
ni prestándose á declarar hace otra cosa que
obedecer el precepto judicial.
Toda la doctrina emitida puede reasumirse en
las siguientes proposiciones:
1. a Las diligencias preparatorias de una
demanda deben practicarse ante Juez cornpe­
tente.
2. a, Las cuestiones de competencia á que
den lugar aquellas actuaciones, pueden promo­
verse por inhibitoria ó por declinatoria.
S. a Compareciendo y declarando ante Juez
incompetente, no se proroga su jurisdicción.
Aplicando estas reglas á la resolucion del caso
práctico que encabeza este dictamen, resultará:
que D. Luis Perez, como aforado de Marina, no
puede ser egecutado sino por los Jueces de este
fuero; el juzgador ordinario, por consiguiente,
no tenía facultades para exigirle confesíon con
el objeto de preparar la vía egecutiva. Perez
pudo declinar la jurisdiccion al tiempo de pre­
sentarse á absolver las posiciones, y no perdió
su derecho por absolverlas del modo que lo
hizo; ní le hubiera tampoco perdido, si hubiese
contestado en términos que no diesen Ingar á
ninguna duda; pues además de no considerar·
la ley como sumision tácita la confe8ion judicial,
en el caso de que tratamos el fuero del deman­
dado es de los que no pueden renunciarse; y
por otra parte la confesion no seria titulo sufi­
ciente para producir accion egecutiva, no ha­
biendo sido hecha ante Juez competen te.
Tal es la opinion del que suscribe acerca de
la consulta que es objeto de este inforrr�e: la
somete á la ilustraoion de la Academia, sínce­
ramente dispuesto á reformarla, si los señores
académicos que tomen parte en la discusion
emiten otra mas acertada.
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cion. En el juicio de menor cuantia, por ejem­
plo, el demandado no podrá escepcionar la fal­
ta de personalidad del actor, ó los defectos le­
gales ell el modo de proponer la demanda. La
consecuencia, aunque inadmisible, es sin em­
bargo lógica, aceptado el principio de que se
deriva.
El tenor literal del artículo 239, se opone,
al parecer, á la admision de las escepciones di­
latorias, y por consiguiente de la que nos ocu­
pa, en los casos no previstos en el mismo arti­
culo. Dice asi: « las escepciones dilatorias solo
pueden proponerse dentro de seis dias contados
desde el siguiente al de la notificacion de la pro­
videncia en que se mandan entregar los autos
para contestar la demanda.» Por terrninante
que sea esta disposicion, no contradioe, sin em­
bargo, la doctrina que sostenemos. Significa
ese artículo, que entregados. los autos para
contestar á la demanda, solo se conceden seis
dias improrogabies para proponer escepdones
dilatorias. El objeto de la ley ha sido tan solo
oponer un dique á los abusos que litigantes de
mala fé cometian á la sombra de nuestra an­
tigua legislacion de procedimientos. Si se hu-
.
biera propuesto limitar la declinatoria al caso
de que trata este artículo, ,inútil era que en
el 82 hubiese concedido este remedio de pro­
mover las cuestiones de competencia. Bastaba
haber dicho las cuestiones de competencia se
promoverán ante el Juez que la parte crea
competente:» y en el titulo 7.
o considerar tam­
bien la incompetencia como escepcion dilatoria.
Fáltanos solo examinar de qué manera ha
de proponerse la declinatoria en las diligencias
preliminares de una demanda. No lo dice la ley,
pero parece lo mas procedente que el deman­
dado acuda aillamamiento del Juez, y compa­
recido, decline desde luego su j urisdiccíon. El
respeto que merece la autoridad judiciál, y la
imposibilidad de saber previamente el objeto de
la citaoion, hacen necesaria la comparecencia;
empero verificada esta, el demandado podrá su­
plicar al Juez que se separe del conocimiento
del negocio. Si no hace uso de sn derecho, no
•
José Llorente.
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La celosa y respetable Sociedad Eco­
nómica de Amigos del Pais de esta ca­
pital, ha elevado á las Córtes la esposicion
que á continuacion insertamos esperando
complacer con ello á nuestros lectores.
A LAS CORTES.
La Sociedad Ec6nomica de Amigos del Pais
de Valencia, celosa cual debe por los intereses
generales, une su voz á la de los que han acu­
dido á Jas Cortes solici tando Ia reducción del
impuesto del papel sellado, cuyos inconvenientes
lejos de aminorar ha aumentado en gran ma­
nera el Real decreto de i 2 de Setiembi e último.
No desconoce la Sociedad, y se complace en
comenzar consignándolo, que en dicho Heal de­
creto hay disposiciones que mejoran la ante­
rior legislacion sobre el impuesto á que se refie­
re; pero ni han sido tan generales como era de
desear, ni han tenido por objeto ni por resulLa­
do aminorar el impuesto.
Tampoco desconoce la Sociedad ellugar que
ocupa) y la importancia que tiene en el sistema
rentístico vigente el impuesto del papel sellado
y que indeclinables atenciones de la administra­
cion del Estado, exige hoy crecida cifra de in-
gresos en los presupuestos generales. ,
Ello no obstante y hasta que sea dado intro­
ducir en el sistema rentístico cuantas economías
quepan, en armonía con el buen servicio públi­
co, oree la Sociedad' que caben y hasta es indis­
pensable introducirlas en el impuesto del pa­
pel sellado. Lo cual puede hacerse sin perjuicio
y aun con ventaja del Tesoro público, con solo
la conveniente aplicacion del principio económi­
co de aumentar ra materia imponible disminu­
yendo la cantidad del impuesto.
Bastará á demostrarlo así, una ligerísima re­
seña de los defectos mas culminantes del Heal
decreto de Setiembre último, que la Sociedad es­
ponente se permitirá presentar á la ilustracion
de las Córtes , prescindiendo de algunos que
oportunamente se han consignado en esposicio­
nes dirigidas á las Cortes con igual objeto.
La seccion de contratos y últimas voluntades
es la mas ventajosa y conveniente del Real de­
creto citado, con relación á la legislacion ante­
rior) por la mayor proporcionalidad establecida;
por fijarse esta en el primer pliego de las co­
pias y por algunas otras innovaciones oportu­
nas, aun que no tan importantes. Adolece no
obstante de algunos defectos, entre Jos que Ilgu­
ra en primer término el que el tipo tornado co­
mo base en esta sección es en estremo al to y
pesa mayormente sobre las menores cantidades
-
Ii
y por 10 tanto sobre las pequeñas fortunas, pues
que el máximun de Ja proporcion se detiene en
la cantidad de 75,OOf rs. En concepto de la
Sociedad que espone hubiera sido, no soJo mas
justo y equitativo, sino que tambien mas conve­
niente y de mas crecidos resultados para el Te­
soro, el fijar un tipo mínimo, por ejemplo, el
de 2 rs. para las cantidades menores de cinco
mil, y aumentar desde esta en adelante un tanto
por mil, que pudiera recaudarse por medio de
sellos sueltos que sé unieran al pliego sellado,
como se hace por los documentos de giro.
y preciso es, para convencerse de la justicia
y conveniencia de rebajar el tipo del impuesto
del papel sellado en los contratos, no echar en
olvido que estos han de autorizarse pC!r funcio­
narios cuya retribucion importa altamente que
sea suficiente y decorosa y que á estos gastos se
añade en los contratos que trasmiten la propie­
dad de bienes raices el impuesto de hipotecas y
los derechos de registro ó inscripción. Hoy que
está próxima á regir una reforma radical é im­
portantísírna en el sist.ema hipotecario de nues­
tro pais; hoy que mediante ella deberá aumen­
tarse la contratacion y que será la inscripcion
de los contratos tan necesaria y trascendental
para la seguridad de los derechos reales, no
debe dificultarse y contradecirse esa reforma,
y el desarrollo del crédito territorial que pro­
mete, por la enormidad del coste de los instru­
mentos públicos.
Los testamentos ó últimas voluntades incon­
venientemente se equiparán á los contratos.
Ese importante acto de la vida del hombre,
para cuando la vida acaha, no siempre tiene por
objeto la trasmisión de bienes reales ó efectivos;
muchas veces se testa solo de valores' nomi­
nales, y otras se ordenan solo disposiciones
piadosas, ó relativas al cuidado y tutela de los
hijos. No es lo general tampoco, y menos en
España, el consignai' en el testamento la cuan­
tía de Ja herencia. Sujetar, pues, las últimas
voluntades al tipo proporcional de los contratos
y señalar para cuando no conste la cantidad de
que se testa un sello de alto precio, es dificul­
tar la testamentifaccion tan importante y que
tanto debe protegerse en pro de la sociedad y
de la familia, respetos á los que no deben opo­
nerse los intereses. Mucho mas justo , conve­
niente y productive fuera sin duda alguna, fijar
un solo sello de corto precio para las últimas
voluntades, como oportunamente se ha hecho
respecto á los poderes, tanto mas, cuanto que
llegado el tiernpo de las particiones, Jos here­
deros satisfarán el impuesto del papel, con pro­
porcion á ]0 que adquieran.
En las herencias señalase como tipo, en el
Real decreto de Setiembre, la cantidad liquida











Dentro de cada uno dé ios grados de la escala
marcada para los diferentes sellos judiciales hay
enorme desproporcion, que se evitaría aumen­
tando el número de aquellos, ú mas bien, como
se ha propuesto para los contratos, aumentando
sobre el tipo minima un tanto por mil, srtisfe­
cho por medio de sellos sueltos que facilitarian
una constante yexacta proporciono
En los juicios universales señalan por tipo,
en las piezas de autos generales el valor de la
suma de bienes hereditarios ó concursados, y
siendo frecuente el que sean uumerosísimas las
hojas de autos de tal naturaleza y nada exage­
rado el calcular mil hojas para las diferentes
piezas generales de ellos, que fj diez reales cual
deberán ser, con solo que importe la cantidad
del juicio cien mil, costará diez mil el papel' y
graduando veinte ó treinta mil por honorarios de
abogados, procuradores- y escribanos y aña­
diendo si son abintestatos ó testamentarios los
derechos de copias, hipotecas y registros; se
consumirá mas de una mitad del capital con
irresistible perjuicio de las partes; habrá tam­
bien entre estos en un concurso ó en una quie­
bra algunos que intervengan pOI' insignificantes
cantidades, y que tendrán que emplear sello de
diez reales como el rico capitalista que reclama
millones de reales. Semejante desproporcion no
tiene fundamento alguno en justicia.
Las actuaciones j udiciales que versan sobre
objetos no valuables, así como los de jurisdiccion
voluntaria, debiéndose usar en ellas el sello de
seis reales, aparecen tambien estrernadamente
recargadas.
Desde el alto punto de vista politico social.
en que debe considerarse la administracion de
justicia, es altamente recomendable el facilitar­
la; desde el punto de vista económico ó rentís­
tico
. pudiera muy bien suceder que el Real
decreto de Setiembre produgera el efecto con­
trario al que se ha propuesto el señor Ministro
de Hacienda retrayendo á los ciudadanos de
hacer reclamaciones judiciales, porque el servi­
cio voluntatario que se encarece demasiado se
utiliza menos y los productos disminuyen lejos
de aumentarse.
. Siguiendo el órden con que están consigna­
das en el Real decreto' de Setiembre, pasa la
Sociedad esponente á ocuparse de las disposi­
ciones relati vas á los sellos que deben usarse
en Jos documentos de comercio.
De indisputable justicia es el haber supri­
mido la prescripoion de nulidad en juicio y fue­
ra de él como pena en estremo dura impuesta
en la legislacion anterior pur la falta de sello
en los libros de comercio y documentos de giro ..
El impuesto del sello en los libros y opera­
ciones de comercio ha sido siempre dificil y des­
igualmente recaudado.
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gatarios. Esta disposición justa cuando se re­
fiera á copias íntegras ó literales de las escritu­
ras de division, no lo será cuando se trate de
traslados parciales relativos al haber de cada'
heredero ó (legatario. Basta considerar las frac­
ciones que cabe hacer de una herencia de
75,001 rs. para calcular la desproporción que
resultaria de que el legatario de un trozo de
tierra que importe 600 rs., por ejemplo, haya
de abonar 200 l's. para el papel de su hijuela
además del derecho de hipotecas, notaria y re­
gistro. Puede sostenerse, y la Sociedad que es­
pone se inclina á creerlo así, que el espíritu del
legislador no fue el disponer tan enorme injns­
ticia; pero como seria en parte heredada de la
legislacion anterior, y como la letra del Real
decreto da Ingar á dudar, muchos Notarios
,
públicos, creen con fundamento, que la solucion
mas segura es la que se atiene á la disposición
citada y serán orecidísimos los perjuicios que
se originen, si sobre este punto no se hace la
conveniente aclaracion.
En cuanto al sello para las actuaciones j udi­
ciales , no puede menos de aplaudirse el que
se haya dispuesto que sea un solo sello, el que
debe usarse en cada juicio, por regla general,
con sujecion á la cuantia de la cosa valuada ó
cantidad dellitigio. Pero en este, como en los
más ramos á que se reflere el Real decreto de.
Setiembre, la idea de aumentar los rendimien­
tos del impuesto ha predominado á todas las
demás yasí, cuando es de desear que la admi­
nistracion de justicia sea cada dia menos cos­
tosa y mas asequible, el impuesto del papel se­
llado, eleva hasta tal punto el coste de los
pleitos y demás actuaciones judiciales, que ne­
cesario será en muchos casos abandonar' la re­
clamacion de justos derechos ó perder una can­
tidad considerable.
Aun cuando este aumento tuviera por objeto
dotar á los �scribanos de Juzgados suprimiendo
los derechos de los mismos, como se hizo con
los de los Jueces y como debe hacerse con ar­
reglo á los buenos principios, seria escesivo é
ínecesario; no teniendo semejante, objeto es
inconveniente é insoportable.
Los datos que el señor Ministro de Hacienda
parece haber tenido presentes para apreciar el
coste del papel sellado en las actuaciones jurli­
ciales, segun la legislacion anterior, deduciendo
de ellos un término medio, ni son completos ni
el término medio buscado puede ser una base
segura para la proporcionalidad del impuesto
en este ramo. Porque es necesario tomar en
cuenta, no solo la tramitacion en los Juzgados
ó sea la primera instancia, sino la segunda y
aun en algunos pleitos la de casacion, ese re­
curso por tantos conceptos costosísimo, siquiera
sea conveniente.
•
EL FORO VALENCIANO. 83
Los productos de la renta en este ramo de­
mostrarían, si no fuese harto público y sabido,
que la mayoria de los giros se hace sin usar el
sello. Es necesario pues estudiar Ia causa de
.este hecho práctico para conocer y aplicar el
oportuno remedio: remedio que no ofrece, bien
examinado, el Real decreto de Setiembre último.
La causa indudablemente es lo gravoso del
impuesto. El remedio eficaz, seria aminora.rle.
Las operaciones mercantiles llevan por cons­
tante objeto la realízacion de una ganancia; el
comercio necesita la mayor facilidad y libertad
de accion posibles. Para conocer cuanto se opo­
ne á estas necesidades, el impuesto del papel
sellado es necesario considerarle no aislada­
mente, sino con relacion á los demás impuestos
que sobre el comercio pesan.
No repetirá Ia Sociedad esponente las opor­
tunas comparaciones que del Real decreto de
Setiembre último y de las leg'islaciones francesa
é inglesa, sobre timbre se han hecho en la es­
posicion dirigida á las Córtes por varios comer­
ciantes y veciuos de Madrid; bastará decir que
la Sociedad suscribe á las consecuencias de
aquellas deducidas.
El comercio, cada dia mas, tiene que buscar
la ganancia en la multiplicacion de operaciones,
contentándose en pequeñas utilidades en cada
una de ellas y alcanzando enla actividád ó mo­
vimiento del capital, una compensacion del cor­
to beneficio de sus operaciones. El importe del
sello, que no se paga en proporcion al capital
de cada comerciante, sino á la fraccion .que
se emplea en cada especulacion, debe 'propor­
cionarse á las utilidades y ser tan baja é insig­
nificante la disminucion de estas por razon del
sello, que no merezca la esposicion de supri­
mirle.
'La Sociedad esponente, está muy lejos de es-
culpar la defraudacion y de defender á los que
la cometen) omitiendo el sello en los documen­
tos de giro y demás en que debe. usarse; pero
buscando en el terreno práctico la causa del
mal y el medio de evitarle, no duda en asegu­
rar que aminorando el impuesto y haciendo ta­
les sus condiciones que nadie quiera por propio
decoro estar fuera de los de la ley, se conseguí­
rian mayores rendimientos para el Tesoro públi­
co. Oportunamente se ha citado á este propó­
sito el ejemplo de lo acontecido con la renta-de
correos 'prodigiosamente aumentada por Id re­
baja establecida con el franqueo previo.
-El siguiente cálculo, cuya base está tomada
de datos estadísticos publicados en 1860, con
recomendacion del guhierno, relativos á los re­
sultados obtenidos en la recaudacion de la con-
.tribucion industrial y de comercio en 1859,
servirá para evidenciar mas y mas la verdad
de las observaciones que quedan hechas, res-
pecto á la enormidad del impuesto del sello con
relacion á los documentos de giro; los escasos
productos alcanzados, y el probable aumento
de ingresos mediante la disminucion que se
solicita del impuesto.
A 124,000 ascendió el número de comer­
ciantes y á 70,000 el de fabricantes que en
1859 pagaron la contribucion de industria y de
comercio, los cuales pueden distríbuirse del
modo siguiente:
MILLONES.
50 Bancos de emision y sociedades
de crédito giren dando papel de
pr ímera' firma ó dígase librando
á puño, incluyendo sus respec-
tivas sucursales dentro de aque-
llas como si solo fuesen una uni-
dad, á 500,000 rs. diarios,
importarán la suma anual de. . 5,400
18,500 comerciantes capitalistas
que giren en el propio concepto
á 10,000 rs. diarios. . . . . . 66,600
2,900 almacenistas al por mayor á
1,000 rs. diarios. . . . . . .. 1,044
25,700 mercaderes á 200 rs. dia-
, rios. . . . . . . . . . . . . . 5,850
76,870 almacenes, tiendas y pues-
tos al por menor á 20 l's. diarios. 553
70,000 fabricantes cuyo tipo de
giro diario, en el propio sentido
que los anteriores, puede calcu-
larse sin exageración en 1001's.. 2,520.
Resullarán en documentos impres­
cindibles para el giro anual, la
suma de . . . . . . . . . .. 79,967
Que al ti po de medio por mil establecido en
el Real decreto de Setiembre último, para el
uso del sello, deberían producir cuarenta millo­
nes de reales.
Que esto, sobre la crecida suma de la contri-
huoion directa con el veinte y cinco por ciento
de recargo para gastos comunes y el seis para
los de cobranza, seria una carga irresistible
para al comercio, se demuestra con su sola
enunciacion.
Tomando los mismos datos supuestos para
el cálculo, y reduciendo el derecho del sello en
los dooumen tos de giro á un 1 por 100 de real
por 1,000, produciría por de pronto un rendi­
miento de ocho ó nueve millones, es decir, se
triplicaría el producto del año que hasta de
ahora ha sido mayor.
Entre estos dos cálculos hay una importante
diferencia; y es que el segundo seria mas ver­
dad que el primero; que los ocho ó nueve mi­
llones serian efectivos; los cuarenta solo calcu-
-lados; que creciendo la renta al par del desar-
que quedan indicados y de otros varios que
abraza el Real decreto de Setiembre último y
que no se detallan por la razon indicada al co­
mienzo de esta esposicion, encuentra en la aplí­
cacion del principio económico en que se apo­
yan la mayor parte de Jas observaciones en ella
consignadas aumentar la materia imponible,
disminuyendo la cantidad del impuesto.
Lo evidente de los perjuicios que ocasiona; lo
fácil del remedio y Jas muchas y notables alte­
raciones ó aclaraciones que desde su próxima
publicacion ha merecido el Real decreto de Se­
tiembre último, justifican la necesidad de su re­
vision y hacen esperar á la Sociedad Econó­
mica de Amigos del Pais de Va encia que su
voz imparcial y movida solo por el interés ge­
neral, será escuchada en el ilustrado recinto de
las Córtese
y por ello
Suplica á las Córtes que al discu­
tirse los presupuestos exijan y voten una re­
forma en el de ingresos del impuesto del papel
sellado, rebajando todas las clases en general,
muy partícularmente las de actuaciones judi­
eiales y documentos de giro y suprimiendo el
sello de cincuenta céntimos para los documen­
tos privados -que esceden de trescientos reales;
con lo que se prestará un verdadero servicio á
los intereses bien entendidos de la Nacion, cons­
tante objeto de los trabajos del Congreso.
Valencia 8 de Marzo de 1862.-EI Director:
el Marqués de Cáceres.-EI Seoretario: Enri­
que MArques.
EL FORO VALENCIANO.
rollo del comercio y de la fabricacion, en pocos
años pod ria duplicarse ó triplicarse aquella,
pues que al tipo de un diez por mil, no habría
un solo giro que se hiciera sin el timbre corres­
pondiente, cuando al tipo seguido por el Real
decreto vigente del medio por millon, contínua­
rian las infracciones por mas que sea sensible
decirlo y preverlo.
El seUo de cincuenta céntimos, afecta todas
las clases en general, pero muy especialmente á
la mercantil: su establecimiento ha sido una
exagerada aplicacion del principio de divisibi­
lidad del impuesto; exageracion que refluye en
perjuicio de la clase consumidora y en antipa­
tia del impuesto cuando menos.
La clase mercantil tendrá que aportar una
cantidad fabulosa á Jas arcas del Tesoro público
por el uso de semejante sello, y es fácil com­
prenderlo asi, con, suponer por un instante el
número de ventas que anualmente tiene de reali­
zar un almacenista, que en una capital de pri­
mera clase como Valencia, satisfaga tres mil
reales de cuota fij a por contribuciou industrial
para realizar un benefici0250,OOO l's. que seme­
jante cuota supone al doce por ciento de impo­
sicion. Aunque se calculen solo cuatro ó cinco
mil ventas en cantidad mayor de trescientos
reales, importarán los sellos correspondientes
dos mil ó dos mil quinientos reales. Agregada
esta cantidad á la cuota de contribucion, á los
recargos y al sello de los giros, no podrá me­
nos de concederse que son inmensas las cargas
con que se agovía al comercio del pais.
El sello de dos reales para toda clase de ins­
tancias y solicitudes autorizadas no judiciales
y oficinas dependientes de las mismas, es algo
mas barato que el que antes esLaba destinado á
estos actos, pero en cámbio producirá mas,
porque no se permite como antes uso de meJio
pliego, y el que con este tendria bastante para
un corto memorial, ha de contribuir hoy con
mayor cantidad pagando un pliego entero.
El uso del papel sellado para el de-pacho en
aduanas estaba antes reducido á las obligacio­
nes que se presentaban de estar á Jas resultas
de la decision superior en los despachos en que
no hubiese avenencia entre los vistas y los in­
teresados. Ahora se exige entre otros casos pa­
ra pedir la guia, después de satisfechos los de­
rechos y ovenciones de un despacho; y cuando
el comerciante fracciona los géneros que á este
corresponden, en multitud de pequeños lotes,
necesitanse otras tantas guias y pOI' lo mismo
.otros tantos pliegos de dos reales. Necesaria­
mente habrán de disminuir el número de estas
segundas guias, porque en muchos casos, la
ganancia realizable por la operacion qne los
motive apenas escederá ciel valor del sello.
El remedio de los principales inconvenientes
RECTIFICACION.
La Gaceta del Notariado del dia veinte
y tres de Marzo último, en su revista de la
prensa jurídica', atribuye á la nuestra un
artículo relativo á los inconvenientes que
ofrece la actual legislacion para seguir los
pobres de solemnidad sus instancias verba­
les ante los Juzgados de paz, y como dicho
artículo pertenezca al Foro de Barcelona,
aunque nos honraríamos mucho con hacer
nuestro cuanto este último publica, debe­
mos deshacer la equivocacion dicha para
que no se interprete mal nuestro silencio.
Por todo lo no firmado, el Secretario de la redae-
cion, Ilanuel Atard.
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